
  

  

  

    

  

Esta semana, el gobernador Claudio Orre- 

go envió una carta a El Mercurio acusando 
que la aseguradora Aspor se ha negado a 
pagar los $ 1000 millones comprometidos 

al Gobierno Metropolitano de Santiago al no 

haberse ejecutado el programa de preven- 
ción del suicidio "Quédate" que el Gore licitó 

a ProCultura. La fundación que dirigía el psi- 
quiatra Alberto Larrain está en tela de juicio 
por varios convenios de la entidad que no se 
realizaron, además de una serie de irregulari- 

dades, y adeuda más de $ 3.000 millones, de 

los cuales un tercio son a la gobernación que 
lidera Orrego. 

Aspor, la compañía de seguros controlada 
por exejecutivos de la aseguradora Magalla- 

nes, la empresa estadounidense Navigators, 
y otros accionistas locales, judicializó el pro- 
ceso y exigió que en la justicia declare que 
el convenio entre el Gore Metropolitano y 
ProCultura nunca existió, por lo que la póliza 
no puede cobrarse. 

Consultado el gerente general de Aspor 
por la polémica con Orrego, respondió: 
"Aseguradora Porvenir (Aspor) no se ha 
negado al pago de la póliza. Frente a los 
hechos actualmente investigados y que 
son de público conocimiento, nos vimos 
en la obligación de acudir a tribunales para 
que sean ellos quienes determinen si co- 
rresponde o no efectuar el pago. Estamos 
a la espera de que la justicia se pronuncie 
sobre la presunta inexistencia del convenio 
“Quédate; lo que podría llevar a la nulidad 
de las pólizas emitidas. Mientras eso se 
resuelve, los montos reclamados por el 
Gore Metropolitano ya están debidamente 
provisionados en nuestros estados finan- 
cieros, lo que nos permite responder de 
forma inmediata si asi se determina". 

El ejecutivo indicó que frente a la grave- 

LA RESPUESTA DE LA ASEGURADORA 
A CLAUDIO ORREGO POR PLATAS DE 

PROCULTURA: “QUIEN DEBE RESOLVER 
SI CORRESPONDE 0 NO EL PAGO DE LA 

POLIZA ES LA JUSTICIA” 
dad de los antecedentes conocidos ala 
fecha de la denuncia del siniestro y a los 
hechos que actualmente están siendo 
investigados, "consideramos que 
quien debe resolver si correspon- 
de o noel pago de la póliza es la 
justicia Este camino permite 
resguardar la integridad 
del sistema y dar garantías 
tanto a instituciones públi- 
cas como al mercado asegurador de que 
nuestras decisiones se adoptan conforme a 
derecho, asimismo garantizar los intereses de 
nuestros reaseguradores” 

La aseguradora recalcó que, hasta ahora, 
las acciones legales y los argumentos que 
el Gore ha presentado en el juicio civil para 
proceder al pago "han sido rechazados tanto 
por el tribunal de primera instancia como 
por la Corte de Apelaciones de Santiago. Es 
precisamente la justicia la que ha decretado 
la suspensión temporal del pago y ha dado 
curso ala tramitación de la demanda presen- 
tada por Aspor, apuntó. 

La empresa indica que su operación 

    

   

    

   

continúa con total normalidad, incluidas las 
otras pólizas que tienen activas en convenios 
del sector público. "Hemos asegurado más 
de 4.000 programas sociales en distintas 
regiones del país, con organismos públicos, 
gobiemos regionales, municipalidades, entre 
otros, y todos se han desarrollado sin compli- 
caciones, lo que da cuenta de una operación 
seria y técnica. Es más, en otros siniestros 
denunciados en relación a la Fundación Pro- 
Cultura hemos pagado las indemnizaciones 
asociadas a las pólizas contratadas, ejemplo 
de ello es el caso de Corfo, el Ministerio de 
Cultura y el Gobiemo Regional de Biobio”. 

LOS OTROS INFORMES QUE 
PREPARA DOROTHY PEREZ 
Elnombre completo es "Consolidado de Información Circularizada", pero todos lo 

llaman CIC. Eso si, en los pasillos del sector público ya le dicen de otra forma: los infor- 
mes que incomodan. Porque desde que se estrenaron el 2 de enero de este año con un 
documento sobre el Royalty Minero, han puesto bajo presión a municipalidades, funda- 
ciones, servicios de salud, gobiernos regionales y, ahora último, a miles de funcionarios 
públicos que salieron del país estando con licencia médica. 

ELCIC N'9, publicado el martes 20 de mayo, reveló que 25.078 trabajadores públicos 
viajaron al extranjero durante sus periodos de licencia médica entre 2023 y 2024. En 
total, se emitieron 35.585 permisos para ese grupo, de los cuales el 69% proviene de Fo- 
nasa. Según los registros de la Policía de Investigaciones (PDD, durante esos descansos 
médicos se registraron más de 59 milentradas o salidas del país. Hubo 176 funcionarios 
con más de 16 registros internacionales. Un ejemplo emblemático de la polémica es el 
de José Lupercio Vidal Zamora, funcionario de la DAEM de Puerto Montt quien registra 
460 días de licencia y 20 entradas y salidas del pais en ese periodo. 

La publicación del informe desató una reacción inmediata: sumarios intemos, desvin- 
culaciones, renuncias, respuestas institucionales y cuestionamientos transversales en el 
mundo político. Pero el foco ya no está en lo que pasó, sino en lo que viene. 

Desde enero, la Contraloria ha publicado 10 CIC. Todos elaborados a partir de cruces 
de bases de datos públicas que permiten identificar omisiones, irregularidades o posi- 
bles fraudes. En paralelo, hay al menos una veintena de nuevos informes en desarrollo. 
Algunos están en etapa de levantamiento de información. Otros, en proceso de revisión 
y diagramación 

Entre los próximos reportes figuran los viajes al extranjero de funcionarios con licencia 
médica en las Fuerzas Armadas, el cruce entre licencias médicas y doble empleador, 
la deuda acumulada de universidades estatales, las rendiciones pendientes de fondos 
entregados a embajadas y consulados, el nivel de cumplimiento de la Declaración de 
Intereses y Patrimonio (DIP), auditorías con abstención de opinión por mala calidad de la 
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información financiera, y los 
bienes inmuebles fiscales 
que hoy están ocupados de 
formairregular. También es- 
tán en carpeta los CIC sobre 
hospitales sin médicos, el 
análisis de licencias médicas 
rechazadas, y uno sobre el 
uso del agua en servicios públicos. A.eso se suma un nuevo informe en preparación 
sobre seguridad municipal. 

Para Dorothy Pérez, actual contralora general, este es el momento de mayor visibi- 
lidad desde que asumió de forma subrogante en diciembre de 2023. Su rol fue clave 
durante elinicio del Caso Convenios, y hoy ha consolidado un método de fiscalización 
que incomoda a muchas oficinas públicas. 

Los CIC son, básicamente, el cruce de datos sistemáticos, no de inteligencia artificial. 
Este es un contraste que no pasa desapercibido entre quienes recuerdan el despliegue 
comunicacional de la administración anterior de Jorge Bermúdez. 

De estilo sobrio, es descrita como implacable con la probidad. “Tiene alma de fis- 
calizadora”, comentan quienes han trabajado con ella. Sin agenda política, sin ánimo 
de figuración, y con la convicción de que la plata no puede perderse en el camino. 
En una institución históricamente masculina, a Pérez le tocará, además, liderar el 
centenario de la Contraloria en 2027. Su estilo ya está marcando ese hito: menos 
retórica, más reportes. 

Pero también hay dos desafios abiertos. El primero: asegurar que las alertas detecta- 
das en los CIC no queden archivadas. Y el segundo, aún más complejo: fijar un estándar 
de sanción interno, luego de que los primeros casos detectados con licencias médicas 
irregulares hayan sido en la propia Contraloria. 
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